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Exp.- 750/2020

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE 750/2020

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: PRESIDENTE MUNICIPAL; H. AYUNTAMIENTO; DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL; Y LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL; TODAS LAS AUTORIDADES PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, S.L.P.

	MAGISTRADA; MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAQUEZ



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a diez de enero del dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 750/2020, promovido por el C. **********, contra actos del Presidente Municipal; H. Ayuntamiento; Dirección General de Seguridad Pública Municipal; y la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal; todas las autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.
RESULTANDO
I.- Por escrito recibido en este Tribunal el veintisiete de octubre del dos mil veinte, el C. **********, por su propio derecho promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo en contra del Presidente Municipal; H. Ayuntamiento; Dirección General de Seguridad Pública Municipal; y la Comisión d Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal; todas las autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., y por los actos que hizo consistir en: 

“1.- De las diversas Autoridades demandadas, se reclama o bien impugno la BAJA o CESE que en forma verbal y de forma unilateral ejecutó el C. **********, así como la ausencia del procedimiento que les imponen los Artículos 14, 16, 17, 21 y 123 apartado B, fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en sus artículos 52, 53, 54, 55,56 y 57, para darme de baja de la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.”

“2.- De las diversas Autoridades demandadas, reclamo o bien impugno la orden de retención y/o falta de pago y/o omisión y/o suspensión que en forma verbal le manifestaron al suscrito desde el día 20 de Octubre del año 2019, y hasta la actualidad del día de hoy, que como sueldo se me venía pagando en el desempeño de mi trabajo como Agente de Policía de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez.”

“3.- De las diversas Autoridades demandadas, demando el inmediato CESE de la orden de retención y/o falta de pago y/o omisión y/o suspensión desde el día 20 de Octubre del año 2019 y hasta la actualidad del día de hoy, que como sueldo se me venía pagando por el desempeño de mi trabajo como Agente de Policía de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, cuyos efectos deben cesar desde el momento de la presentación actual de la demanda para que de esta forma se me restituyan y se pongan al corriente en los pagos de mis sueldos devengados y retenidos más los que se sigan generando, ya que de dichos ingresos depende económicamente mi familia como lo es mi esposa y mis menores hijos, esto se solicita como medida cautelar a este H. Tribunal Estatal de Justicia Administrativo.” 

II.- Por auto de fecha diez de noviembre de dos mil veinte, se tuvo por admitida la demanda de la parte actora, ordenándose correrle traslado a las autoridades demandadas para que contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que se encontraran relacionados.

Por otra parte, y toda vez que la parte actora, fue omisa en exhibir el interrogatorio correspondiente a la prueba testimonial, se le requirió para que exhibiera el mismo debidamente firmado y con copia para cada una de las partes del juicio, a fin de que estuvieran en aptitud de formular preguntas.

III.- Por auto de fecha siete de diciembre del dos mil veinte, se tuvo al **********, en su carácter de Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; al **********, Síndico Municipal del Citado Ayuntamiento y al Coronel de INF. RET. **********, quien compareció en su carácter de Director General de Seguridad Pública Municipal y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, por contestando la demanda ad cautelam y por objetando las pruebas ofrecidas por el actor.

A la parte actora se le tuvo por admitidas como pruebas las siguientes: 
1.- Copia de la denuncia que presentó ante el Agente del Ministerio Público  Investigador del Fuero Común adscrito a la Fiscalía General del Estado, detallada en el punto 2 del capítulo de pruebas de su demanda.

2.- Credencial expedida a favor de la actora, que detalla en el punto 3 del capítulo de pruebas de su demanda.

3.- La testimonial a cargo de dos personas dignas de fe, a quienes debería de presentar el oferente de la prueba, debidamente identificados ante este Tribunal, el día en que tuviera verificativo la audiencia final, APERCIBIDO que de no hacerlo se declararía desierta la prueba testimonial, conforme lo dispone el artículo 80 del Código Procesal Administrativo para el Estado; reservándose el desahogo de la prueba para la fecha en que se señale la audiencia final.

2.- A las autoridades demandadas pertenecientes al H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; se les tuvo por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

1.- Escrito que detallan como “la renuncia original presentada por el C. **********, de fecha 27 de agosto del 2019”;

Y para el caso de que el actor objetara la firma que calza dicho documento, se le tuvo por ofrecida a las demandadas, la PRUEBA PERICIAL, que refieren en el punto 1 del capítulo de pruebas de su contestación; 

2.- Copia certificada del recibo de nómina que detallan en el punto 2 del capítulo de pruebas de su contestación.

3.- Copia certificada del acta de Cabildo de fecha catorce de febrero de dos mil veinte, que detallan en el punto 3 del capítulo de pruebas de su contestación.

4.- La presuncional legal y lógica, y;

5.- La instrumental de actuaciones.

Por otra parte, y por lo que toca a la documental que acompañan las autoridades como anexo 5 a su oficio de contestación de cuenta, consistente en la “solicitud formulada al Juzgado Sexto de Distrito en el Estado, mediante el cual solicita copia certificada por duplicado del informe Justificado, rendido por el Contador Público **********, dentro del juicio de amparo **********”; SE REQUIRIO A LAS AUTORIDADES DEMANDADAS COMPARECIENTES, para que en el término de cinco días hábiles que establece el artículo 235 del Código Procesal Administrativo del Estado, ACLARARAN Y PRECISARAN si la citada documental la ofrecían como prueba de su parte; APERCIBIDA que de no cumplir con el requerimiento que antecede, no se tendría por admitida dicha probanza.

Por último y toda vez que las autoridades demandadas pertenecientes al H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., en su contestación de demanda de cuenta, manifestaron que la relación laboral que el actor sostenía con el citado Ayuntamiento, concluyó por voluntad propia a través de un escrito de renuncia y exhibieron anexo a su contestación la documental que detallaron como “la renuncia original presentada por el C. **********, de fecha 27 de agosto del 2019”; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 237 fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado, se otorgó a la parte actora el plazo de diez días hábiles, a efecto de que ampliará su demanda, respecto de las citadas manifestaciones vertidas por las autoridades demandadas en su contestación de cuenta; APERCIBIDA de que en caso de no hacerlo, en tiempo y forma, se declararía precluído su derecho. 

IV.- Por auto de fecha veinticinco de enero del dos mil veintiuno, se tuvo a las autoridades demandadas, por aclarando y precisando que si ofrecían como prueba la documental que exhibieron como anexo cinco de su contestación de demanda, consistente en la solicitud formulada al Juzgado Sexto de Distrito en el Estado.
Por otra parte, se tuvo por interpuesta la ampliación de demanda, por lo que se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que en el término de diez días manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran conveniente y expresaran los hechos con los que se encontraran relacionadas.

V.- Por auto de fecha veintitrés de marzo de dos mil veintiuno, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la ampliación de la demanda, ordenándose correrle traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondiera

Por otra parte, se tuvo como pruebas de las partes de la ampliación de demanda, a la parte actora:

1.- Por lo que tocaba a la documental que detallo como “copia de la carátula del escrito de demanda de amparo indirecto que fue promovido por el suscrito siendo como acto reclamado la orden de retención y/o suspensión de pago que como sueldo se me venía pagando por el desempeño de mi trabajo como elemento activo o policía de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.”, toda vez que el actor fue omiso en exhibir anexo a su escrito de ampliación dicha prueba, se requirió al actor, parque en el término de cinco días exhibiera dicha documental.

Por otra parte se le hizo efectivo el apercibimiento formulado a la parte actora, referente a que se le tuvo por no admitida la prueba pericial en materia de grafoscopia y grafología,  ofrecida por su parte en el escrito de ampliación de demanda, en virtud de que no nombro al perito de su parte para que llevara a cabo el desahogo de dicha prueba pericial.

Ahora bien, a las autoridades demandadas se les tuvo por admitidas las pruebas que ofrecieron en su contestación de demanda.
En cuanto a la manifestación relativa a que solicitaron al Juzgado Tercero de Distrito en el Estado copia certificada, por duplicado, del informe justificado rendido en el juicio de amparo **********, se requirió a las autoridades demandadas para que en el término de cinco días exhibieran las documentales antes señaladas.

Por último, se señalaron las once horas del doce de mayo del dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo.

VI.- Por auto de fecha veintidós de abril de dos mil veintiuno, se admitió a trámite el recurso de reclamación interpuesto por la parte actora en contra del auto dictado el veintitrés de marzo del dos mil veintiuno, únicamente en cuanto al desechamiento de la prueba pericial en grafoscopia y grafología ofrecida por el actor, ordenándose  correrle traslado a las autoridades demandadas, para que en el término de cinco días expresaran lo que a su derecho conviniera.

Por otra parte se difirió la audiencia señalada para las once horas del doce de mayo de dos mil veintiuno, toda vez que se admitió a trámite el recurso de reclamación.

VII.- Por auto de fecha veintiuno  de junio de dos mil veintiuno, se citó para resolver el recurso de reclamación admitido a la parte actora.

VIII.- Mediante resolución de fecha treinta de septiembre de dos mil veintiuno, se resolvió el recurso de reclamación interpuesto por la parte actora en contra el auto de fecha veintitrés de marzo del dos mil veintiuno, el cual resulto infundado, por lo que se confirmó el auto de fecha veintitrés de marzo de dos mil veintiuno.

IX.- Por auto de fecha ocho de noviembre de dos mil veintiuno se les tuvo a las autoridades demandadas por desechada la documental consistente en “copia certificada del informe justificado rendido en el juicio de amparo **********del índice del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado”.

Por último, se señalaron las once horas del treinta de noviembre de dos mil veintiuno, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo del Estado.

X.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, haciéndose constar la asistencia de la parte actora, y la inasistencia de las autoridades demandadas y de los testigos propuestos por la parte actora. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza, posteriormente la parte actora se desistió de la prueba testimonial ofrecida en su momento, y se dio por concluido el periodo correspondiente. En período de alegatos, se tuvieron por formulados únicamente por la parte actora.  Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción XVII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es el C. **********, como integrante de un cuerpo de seguridad pública, en concreto en la Dirección General de Seguridad Pública del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción; de acuerdo con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

Por otra parte, su interés jurídico se demuestra al acompañar como pruebas la credencial expedida por la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, y en la cual acredita a la parte actora, como elemento de Policía Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, documental que obra a foja 05 del expediente en el que se actúa..

Por su parte, el **********, en su carácter de Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; el **********, Síndico Municipal del Citado Ayuntamiento y por el Coronel de INF. RET. **********, quien comparece en su carácter de Director General de Seguridad Pública Municipal y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, justificaron su personalidad el primero y segundo de los mencionados, con el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, de fecha treinta de septiembre de dos mil dieciocho, que contiene la Declaración de Validez de la elección de los 58 Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí; y el tercero de ellos con el nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, documentales que obran de la foja 42 a la 60 del expediente en el que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado que la Parte Actora hizo consistir en:

1.- De las diversas Autoridades demandadas, se reclama o bien impugno la BAJA o CESE que en forma verbal y de forma unilateral ejecutó el C. **********, así como la ausencia del procedimiento que les imponen los Artículos 14, 16, 17, 21 y 123 apartado B, fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en sus artículos 52, 53, 54, 55,56 y 57, para darme de baja de la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.”

“2.- De las diversas Autoridades demandadas, reclamo o bien impugno la orden de retención y/o falta de pago y/o omisión y/o suspensión que en forma verbal le manifestaron al suscrito desde el día 20 de Octubre del año 2019, y hasta la actualidad del día de hoy, que como sueldo se me venía pagando en el desempeño de mi trabajo como Agente de Policía de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez.”

“3.- De las diversas Autoridades demandadas, demando el inmediato CESE de la orden de retención y/o falta de pago y/o omisión y/o suspensión desde el día 20 de Octubre del año 2019 y hasta la actualidad del día de hoy, que como sueldo se me venía pagando por el desempeño de mi trabajo como Agente de Policía de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, cuyos efectos deben cesar desde el momento de la presentación actual de la demanda para que de esta forma se me restituyan y se pongan al corriente en los pagos de mis sueldos devengados y retenidos más los que se sigan generando, ya que de dichos ingresos depende económicamente mi familia como lo es mi esposa y mis menores hijos, esto se solicita como medida cautelar a este H. Tribunal Estatal de Justicia Administrativo.” 

Al respecto, se debe precisar, que acorde a lo que señaló el Actor en el punto número V de escrito de demanda, el cese verbal que constituye el acto impugnado, se verificó el día 23 de septiembre de dos mil veinte, aproximadamente a las dieciocho horas.
Esto en relación con las pretensiones de la parte actora, que son la declaración de nulidad del acto impugnado, el pago de las indemnizaciones y demás prestaciones a que tenga derecho.

Por su parte, las Autoridades Demandadas niegan la existencia del acto impugnado, y en forma idéntica aducen que lo sucedido fue que el Actor presentó renuncia al cargo voluntariamente, y al efecto aportaron como prueba la documental relativa al de renuncia.

En ese contexto, la litis consiste en dilucidar en un primer momento, si como lo aducen las diversas Autoridades Demandadas, el Actor renunció a su cargo pues de resultar fundada la aseveración de las Demandadas en el sentido de que el Actor renunció, lo conducente es entrar al estudio de la legalidad de dicho acto, pues la negativa del acto consistente en el cese verbal, se basa precisamente, en que el Actor renunció,  de manera que al quedar así trabada la litis, no hay duda que el Actor fue dado de baja de su cargo como integrante del cuerpo de seguridad pública en el municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., lo que está en controversia, es si esa baja obedeció a una renuncia como lo aducen las demandadas, o bien obedece a un cese verbal como lo aduce el Actor.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido se advierte que las autoridades demandadas en su contestación de demanda y de la ampliación a la misma, coinciden en hacer valer a manera de excepción la de falta de legitimación activa y pasiva, falta de acción y de derecho, inautonomia, excepciones innominadas, engaño y falsedad, excepción sine actione agis, y la excepción de renuncia; señalando medularmente que es inexistente el acto en que basa su acción y su derecho en virtud de que no se encuentran configurados los elementos necesarios para determinar que existió un cese arbitrario y unilateral, ya que la terminación de la relación laboral fue por voluntad del actor, desde el momento en que presento su renuncia voluntaria por escrito; y en segundo término señala que no se han conformado los elementos de la acción y/o derecho reclamado por lo que no es acreedor al pago de las prestaciones que reclama por el supuesto cese injustificado que alega, y en tercer lugar, vuelve a reiterar que la parte actora no acredita el derecho que tiene de demandar un cese injustificado, ya que fue el quien voluntariamente dio por terminada la relación administrativa existente entre él y el Ayuntamiento, mediante la renuncia voluntaria que presento.

Al respecto debe decirse que no obstante lo argumentado por las enjuiciadas en su respectiva contestación de demanda; esta Sala considera que esas causales deben desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora; además de que no hace razonamiento alguno para evidenciar que en el caso se está ante un acto consentido por el accionante; de ahí que los argumentos vertidos no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación: 
No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse…”

Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los conceptos de impugnación que plantea el actor en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas de la 5 a la 10 y de la 106 a la 107 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- A juicio de la Magistrada a cargo de la Segunda Sala unitaria, los argumentos planteados por la parte actora en los conceptos de impugnación de su escrito inicial de demanda y de ampliación, resultan infundados e inoperantes y por tanto insuficientes para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado; atento a las consideraciones que a continuación se exponen.

El actor formula los conceptos de impugnación que vierte en el escrito de demanda inicial y en el de ampliación de la misma, en los que medularmente señala lo siguiente.

· En su escrito inicial de demanda señala en primer término, que el cese verbal es ilegal, ya que en ningún momento ha sido citado, ni notificado, ni demandado, ni legalmente emplazado a Juicio Administrativo, con todas y cada una de las formalidades legales que en todo procedimiento administrativo deben de ser observadas y cumplidas por la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección de Seguridad Pública de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.
· En el segundo concepto de impugnación manifiesta que la orden de retención y/o suspensión de los pagos que catorcenalmente se le venían haciendo por el desempeño de su trabajo como Policía de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, es ilegal, ya que en ningún momento ha sido demandado, ni llamado a Juicio Administrativo mediante la citación o bien mediante el emplazamiento debido en su carácter de elemento activo de la Dirección de Seguridad Pública, cumpliendo todas las formalidades legales que en todo procedimiento debe de ser observada y cumplida por la H. Comisión de Honor y Justicia de dicha Dirección.
· En el tercer concepto de impugnación manifiesta medularmente que le causa agravio la baja y cese del suscrito como Policía de Seguridad Pública de Graciano Sánchez, S.L.P., llevada a cabo en forma verbal , ya que la misma es dictada por una autoridad incompetente, como lo es el Delegado de la Dirección de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.
· En el escrito de ampliación de demanda, medularmente sostiene que la renuncia supuestamente firmada por la parte actora, es violatoria de las Garantías de Legalidad y Seguridad Jurídica, ya que la parte actora en ningún momento ha sido demandado ni llamado a Juicio Administrativo mediante la citación o bien mediante el emplazamiento debido, para que se le hiciera sabedor de las razones o motivos por los cuales tenía que firmar alguna renuncia  a sus labores..

Al respecto esta Segunda Sala Unitaria estima que resultan infundados e inoperantes, los argumentos que hace la parte actora, los cuales se analizan en forma conjunta por estar estrechamente vinculados con el cese del cargo que reclama,  atentos a las consideraciones que se exponen enseguida.

Como puede verse, el acto impugnado por la Actora en el escrito inicial de demanda se hace consistir en un cese verbal, que afirma le fue comunicado aproximadamente a las 18:00 dieciocho horas del veintitrés de septiembre del dos mil veinte, por el Licenciado ********** en su calidad de Delegado de la Dirección de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.. 

Por su parte las Autoridades Demandadas al contestar la demanda, niegan haber emitido el cese verbal que reclama el actor y aducen que en ningún momento se realizó la acción que sostiene el actor puesto que nunca fue cesado de su cargo, sino que fue el actor quien por voluntad propia quien presentó su renuncia con carácter de irrevocable, por lo cual la Litis se centra en la existencia de la renuncia por escrito que mencionan las autoridades.

En ese orden de ideas, de acuerdo a lo que disponen los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado, establecen dos reglas precisas sobre la carga de la prueba, el Actor está obligado a probar su acción, y el demandado su excepción, que quien afirma se basa en el principio de que quien afirma está obligado a probar, mientras que, el que niega, únicamente está obligado a probar en caso de que la negativa envuelva la afirmación expresa de un hecho, cuando se desconozca una presunción legal, cuando se desconozca la capacidad, y cuando la negativa fuere un elemento de la acción. 

A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcriben los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles:

“ARTÍCULO 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”
“ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”

Ahora bien, como se ha señalado en el caso que nos ocupa, la negativa del acto impugnado por parte de las demandadas se sustenta en la afirmación de que el Actor presentó su renuncia mediante escrito de fecha veintisiete de agosto del dos mil diecinueve, es decir, se envuelve en la afirmación expresa de un hecho, que se concreta en que el Actor presentó renuncia al cargo, por lo que a las diversas Autoridades Demandada le corresponde la carga de la prueba, en términos de los artículos 273 y 274 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí.

Es decir, la carga probatoria en el caso concreto le corresponde a las autoridades demandadas, en virtud de que la parte actora de este juicio, atribuyó la baja de que fue objeto, de manera concreta al Licenciado ********** en su calidad de Delegado de la Dirección de Recursos Humanos del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., conforme a lo que señala en sus conceptos de impugnación de su escrito inicial de demanda; por lo que aún y cuando las autoridades demandadas al dar contestación a la demanda niegan el acto de que se duele la parte actora, acepta que existió una relación administrativa, y si bien expresan que la parte actora presentó su renuncia de manera voluntaria con fecha veintisiete de agosto del dos mil diecinueve, en atención a lo previsto en el artículo 274 fracción I del Código de Procedimientos Civiles del Estado, de aplicación supletoria a la ley de la materia,  es a las autoridades a quien les corresponde la carga de probar que el actor dejó de prestar sus servicios por una causa no imputable a ella sino en todo caso al demandante en el presente asunto.

Criterio el anterior que se sustenta en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de Justicia de la Nación, cuyos datos de localización rubro y contenido enseguida se transcribe:

“Época: Décima Época, Registro: 2013078, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 166/2016 (10a.) Página: 1282 

CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DEMANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGATIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO. Si la legislación contencioso administrativa establece que podrá aplicarse supletoriamente la codificación adjetiva civil, y ésta prevé el principio procesal de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa envuelva la afirmación expresa de otro, debe estimarse que corresponde a la autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un integrante de un cuerpo de seguridad pública, pero también afirme que fue éste quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve la afirmación de lo segundo, pues implícitamente reconoce que hubo un abandono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona. En efecto, si la demandada no acepta que cesó al actor, pero reconoce que éste faltó sin motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e imposible de cumplir, al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda aserción se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elaborar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incumplió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posible paralizar en aras de asegurar la paz pública. Consecuentemente, como negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas constituye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva, respectivamente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.”


En ese contexto, en el caso en particular se tiene que dentro de las pruebas ofertadas por las autoridades demandadas, obra en autos la documental consistente en el que se hace constar la renuncia de fecha veintisiete de agosto del dos mil diecinueve, signada por el C. **********, y dirigida al “Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., de la que se desprende la renuncia voluntaria del actor al cargo que venía desempeñando como trabajador del Municipio anteriormente referido, documental que obra a foja 86 del expediente en el que se actúa.

De igual manera se advierte que las autoridades demandadas ofrecieron la prueba pericial en la materia de Caligrafía, Documentoscopia y Grafoscopia, ello en caso de que se objetara la firma impresa en la multicitada renuncia de fecha veintisiete de agosto del dos mil diecinueve

En tal virtud, el medio de prueba reseñado y ofertado por las autoridades demandadas, producen convicción ante esta Sala Unitaria, de que la parte actora efectivamente presentó su renuncia, al ser valorado en términos del numeral 70 fracción I y II, del Código Procesal Administrativo del Estado.

Lo anterior, aunado a que por auto de fecha veintitrés de marzo de dos mil veintiuno se le tuvo a la parte actora por no admitida la prueba pericial en materia de grafoscopía y grafología, ofrecida por su parte en el escrito de ampliación de demanda, situación que fue confirmada mediante resolución de recurso de reclamación de fecha treinta de septiembre del dos mil veintiuno, motivo por el cual no desvirtuó de forma alguna el valor probatorio de dicho medio de prueba.
Es decir, no obstante que las constancias que las autoridades demandadas remitieron para sustentar las excepciones hechas valer en la contestación de la demanda, y que ya fueron debidamente valoradas en párrafos precedentes, que acreditan de manera fehaciente, que mediante escrito presentado el veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, el propio actor expresó de manera unilateral, su voluntad de ya no prestar sus servicios en la citada dependencia municipal; fueron objetadas por el actor al ejercer su derecho de ampliación de demanda, la veracidad de dicho documento no fue desvirtuada durante la substanciación del juicio que ahora se resuelve, ello en virtud de que no se le tuvo por admitida la prueba pericial en materia de grafoscopía y grafología, ofrecida por su parte, aunado a que se desistió de las testimoniales ofrecidas en su escrito inicial de demanda; pues si bien es cierto, el actor manifestó que desconocía dicho documento en cuanto a su contenido y firma; no demostró sus objeciones ya que no ofreció ningún medio de prueba que demostrara que la firma de dichos documentos no había sido de su puño y letra lo que únicamente se podría haber demostrado mediante la prueba pericial en materia de grafoscopía que se le tuvo por no admitida mediante auto de fecha veintitrés de marzo de dos mil veintiuno, situación que se corroboro mediante resolución del recurso de revocación de fecha treinta de septiembre del dos mil veintiuno. 

Sobre este punto resulta pertinente precisar que cuando se objeta la suscripción de un documento en cuanto a su contenido y firma, a quien corresponde la carga de la prueba es al actor en este caso ya que afirma que los documentos exhibidos en ningún momento fueron firmados por él; criterio de esta Sala Unitaria que se apoya en el emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de la Nación en la jurisprudencia cuyos datos de localización, rubro y contenido es el siguiente. 

“Registro digital: 2004779, Instancia: Segunda Sala, Décima Época, Materias(s): Laboral, Tesis: 2a./J. 142/2013 (10a.), Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XXV, Octubre de 2013, Tomo 2, página 1211, Tipo: Jurisprudencia

RENUNCIA. SI EL TRABAJADOR OBJETA EL ESCRITO RELATIVO EN CUANTO A SU CONTENIDO, FIRMA O HUELLA DIGITAL, A ÉL LE CORRESPONDE LA CARGA DE PROBAR SU OBJECIÓN.

Si el trabajador, en la audiencia de desahogo de pruebas objeta la documental privada que contiene la renuncia al trabajo, en cuanto a su contenido, firma o huella digital, a él le corresponde demostrar sus objeciones mediante prueba idónea, atento al artículo 811 de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de noviembre de 2012, que establece que si se objeta la autenticidad de un documento en cuanto a uno de los mencionados elementos, las partes podrán ofrecer pruebas con respecto a las objeciones.

Contradicción de tesis 229/2013. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Segundo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Cancún, Quintana Roo. 10 de julio de 2013. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Erika Francesca Luce Carral.

Tesis de jurisprudencia 142/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiuno de agosto de dos mil trece.”

Lo anterior nos permite concluir que si en el caso no fue  desvirtuada la veracidad del documento exhibido por las demandadas, consistente en la renuncia de fecha veintisiete de agosto de dos mil diecinueve; es innegable la existencia del acto que por esta vía se combate, dado que al margen de que las demandadas así lo sostuvieron expresamente en sus respectivos escritos de contestación; lo cierto es que de acuerdo a las constancias  que obran dentro del sumario, la terminación de la relación administrativa laboral que el ahora actor, sostuvo hasta el veintisiete de agosto de dos mil diecinueve, con el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., se debió a su renuncia voluntaria, y no al cese verbal de que fue objeto por parte del Delegado de Recursos Humanos del citado Ayuntamiento, como reiteradamente lo sostiene en su escrito de demanda.

Sin que sea óbice a lo anterior, las pruebas testimoniales ofrecidas por la parte actora en su escrito inicial de demanda, no fueron desahogadas, en virtud de que en la prueba final se declararon desiertas al no comparecer los testigos a la misma, aunado a que se desistió de dicha probanza; por tanto, a juicio de la suscrita Magistrada a cargo de la Segunda Sala Unitaria no está demostrada la existencia del cese o separación con motivo del cese verbal que señala en su demanda el actor, ya que como quedo asentado anteriormente en la presente resolución, si bien es cierto el actor manifestó desconocer el contenido y firma de los documentos relativos a la renuncia que exhibió la autoridad, no menos cierto es que no demostró su aseveración al no acreditar la falsedad de la suscripción del documento, para que así este perdiera su valor y sustentar su falta de voluntad de aceptar el contenido del documento de renuncia.


Por tanto, las pruebas ofrecidas por el actor resultan insuficientes para tener por acreditada la existencia del cese verbal, así como también para acreditar que la suscripción del escrito de renuncia que exhibió la autoridad no es de él.

Derivado de las anteriores consideraciones y conforme al cúmulo probatorio aportado por el accionante, no se demuestra la existencia del acto que se le tuvo por impugnando consistente en el cese verbal del que aduce en su demanda, pues con los medios de prueba ofertados por las autoridades demandadas, se acredita la baja por renuncia voluntaria, a partir del día veintisiete de agosto del dos mil diecinueve, respecto de la cual el actor no ofreció medio de prueba alguno que demostrara que no fue suscrita por él, lo que se traduce en la inexistencia del cese verbal que aduce el actor.

Así las cosas, la Sala determina que el Actor no probó su acción, en la medida que no probó la existencia del cese verbal en que hizo consistir el acto impugnado, y las Autoridades demandadas si probaron sus excepciones.

Consecuentemente, en relación a las pretensiones de la Parte Actora, se debe decir, que ante lo infundado de la acción, resultaron improcedentes las pretensiones que señala la parte actora en su escrito de demanda inicial.
Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III y 28 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y  de los numerales 248 y 249, del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se, RESUELVE:

PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora no acreditó su acción y las Autoridades Demandadas probaron su excepción, de acuerdo con las consideraciones fundamentos y motivos expuestos en el considerando Sexto de la presente Sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes y mediante correo a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
Con fundamento en el artículo 110 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de aplicación supletoria al Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por disposición de su numeral 217, se hace del conocimiento de las partes que por acuerdo del Pleno de este Tribunal de trece de diciembre de dos mil veintiuno, se asignó a la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, como Magistrada adscrita a esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.








